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Recurrente: U.T.E. UCOP-ANFRASA-SISTEM  
Referencia órgano contratación: expediente 115/2016. 
 
En Granada, a 12 de junio de 2017 
 
Visto el recurso especial en materia de contratación interpuesto contra la propuesta de 
adjudicación del Contrato de obras proyecto demolición previa, urbanización y construcción 
128 viviendas protegidas, locales y aparcamientos dentro programa fomento regeneración y 
renovación urbana UE3 (3ª fase), 1ª subfase PEPRI ATM2 "Santa Adela" PGOU Granada. 
Expte. contratación Nº 115/2016, el Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de 
Granada ha adoptado la siguiente resolución: 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 
PRIMERO: Mediante Decreto del Sr. Alcalde en funciones, de fecha  16 de agosto de 2016, 
ratificado por acuerdo de la Junta de Gobierno Local celebrada el día 2 de septiembre de 
2016, se aprueba expediente de contratación nº 115/2016 relativo al contrato de obras 
relativo al proyecto de demolición previa, urbanización y construcción de 128 viviendas 
protegidas, locales y aparcamientos dentro del programa de fomento de la regeneración y 
renovación urbana UE-3 (3ª fase), 1ª subfase PEPRI ATM-2 "Santa Adela" del  PGOU de 
Granada, disponiendo  la apertura del procedimiento de adjudicación.”  
 
SEGUNDO: En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 142 del texto refundido de la 
Ley de Contratos del Sector Público, se publica  el 20 de agosto de 2016 en el  DOUE, y el 
29 de septiembre de 2016 en el BOE, así como en el Perfil de contratante del Ayuntamiento 
de Granada y en la Plataforma de Contratación del Estado, la convocatoria de la licitación. 
 
TERCERO: Finalizado el plazo de presentación de proposiciones, la Mesa de Contratación, 
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con fecha 22 de noviembre de 2016, procede a la apertura de los sobres 1 “Documentación 
administrativa” y 2 “Criterios ponderables en función de un juicio de valor”. 
 
CUARTO: Con fecha 6 de febrero de 2017, la Mesa de Contratación, da cuenta del 
contenido del informe emitido por los Técnicos de la Subdirección de obras del  Área de 
Urbanismo Medio Ambiente Salud y Consumo,  en relación con el contenido del sobre 2 y 
procede a la apertura del sobre 3 “Criterios evaluables de forma automática”. 
 
QUINTO: Con fecha 7 de febrero de 2017  se presentan alegaciones por parte de la mercantil  
AÑIL SERVICIOS, INGENIERÍA Y OBRAS, S.A.U., y la UTE: SOLYDER 
CONSTRUCCIONES GENERALES S.A/VIVENDIO SOSTENIBILIDAD ENERGÉTICA, 
S.L., en relación con el porcentaje de subcontratación, alegaciones que son estimadas por la  
Mesa de Contratación celebrada el 17 de febrero de 2017, en base al informe emitido por la 
Subdirección de Obras del Área de Urbanismo, Medio Ambiente Salud y Consumo, de fecha 
10 de febrero de 2017, procediéndose a dar cuenta de la evaluación de la documentación 
incluida en el Sobre 2 (criterios ponderables en función de un juicio de valor) y a la apertura 
del sobre 3, de las citadas mercantiles. 
 
SEXTO: La Mesa  de Contratación celebrada el 13 de marzo de 2017 propone desestimar las 
alegaciones presentadas con fecha 08 de febrero de 2017 por la UTE JOCON CANILES SL -
ALBERTO DOMINGUEZ BLANCO RESTAURACIÓN MONUMENTOS SA-ACTUA 
INFRAESTRUCTURAS SL, en los términos establecidos en el informe de los Servicios 
Técnicos del Área de Urbanismo Medio Ambiente Salud y Consumo, de fecha 20 de febrero 
de 2017, al considerar irrealizable la programación propuesta. 
 
Igualmente propone la desestimación de  las alegaciones presentadas por la UTE OSEPSA 
OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS, SA  - ALBAIDA INFRAESTRUCTURAS, S.A., con 
fecha 8 de febrero de 2017,  relativas  a la valoración de la mejora  número 9 "Ejecución vaso 
de sótanos con pilotaje", en los términos establecidos en el informe de los Servicios Técnicos 
de fecha 8 de marzo de 2017, al considerar que en el desglose por capítulos que presenta la 
empresa no se hace referencia en ningún punto a la mejora mencionada, ni en las mediciones 
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aportadas aparece un incremento de los metros lineales de pilotes respecto a los indicados en 
el proyecto.  
Asimismo se da cuenta del informe emitido por los Servicios Técnicos con fecha 24 de 
febrero de 2017, en relación con la valoración de las proposiciones económicas presentadas 
por los licitadores y se inicia el procedimiento  establecido en el artículo 152.3 del texto 
refundido de la Ley de Contratos del Sector Público y la cláusula 21 del Anexo I al Pliego de 
Cláusulas Administrativas Particulares, concediéndose  audiencia a las mercantiles 
EASY2000, S.L.; UTE INVESIA CONSTRUCCIÓN Y SERVICIOS, S.L.U./GUAMAR, 
S.A,; CONSTRUCCIONES OTERO, S.L y DRAGADOS S.A., para que en el plazo de cinco 
días hábiles, presenten justificación de la valoración de sus ofertas y precisen las condiciones 
de las mismas. 
 
SÉPTIMO: Transcurrido el  plazo  de audiencia otorgado a las licitadoras incursas en 
posible baja desproporcionada o anormal y presentada documentación por parte de las 
mercantiles DRAGADOS S.A., EASY2000 S.L., y la  UTE INVESIA CONSTRUCCIÓN Y 
SERVICIOS, S.L.U/GUAMAR, S.A., no así por la mercantil CONSTRUCCIONES OTERO 
SL., se emite  informe con fecha 11 de abril de 2017 por la Subdirección de Obras del Área 
de Urbanismo, Medio Ambiente Salud y Consumo en el cual se entienden justificadas las 
ofertas presentadas por la mercantil DRAGADOS SA., e  EASY2000 S.L y no justificada la 
oferta  presentada por la UTE INVESIA CONSTRUCCIÓN Y SERVICIOS, 
S.L.U./GUAMAR, S.A, valorándose a continuación el resto de las proposiciones presentadas, 
a excepción de la oferta correspondiente a la mercantil CONSTRUCCIONES OTERO S.L., 
al no haber presentado documentación justificativa alguna. 
 
OCTAVO:  Finalmente, la Mesa de Contratación celebrada el 18 de abril de 2017, propone,  
en base al informe emitido por la Subdirección de Obras del Área de Urbanismo, Medio 
Ambiente Salud y Consumo de fecha 4 de abril de 2017, la desestimación de las alegaciones 
presentadas por la empresa ACSA OBRAS E INFRAESTRUCTURAS S.A.U en escrito de 
fecha 27 de marzo de 2017,  en relación con la valoración de los criterios ponderables en 
función de un juicio de valor,  reiterándose en la puntuación otorgada a la mercantil, una vez 
revisada la documentación técnica incluida en el sobre 2. 
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Asimismo a la vista del informe emitido por los Servicios Técnicos, con fecha 11 de abril de 
2017, anteriormente citado, propone excluir las proposiciones presentadas por LA UTE: 
INVESIA CONSTRUCCIÓN Y SERVICIOS, S.L.U. – GUAMAR, S.A. y 
CONSTRUCCIONES OTERO, S.L.,, incursas en bajas desproporcionadas, al entenderse no 
justificadas las ofertas, conforme a lo señalado en el artículo 152 del texto refundido de la 
Ley de Contratos del Sector Público, clasificando las proposiciones por orden de puntuación 
y proponiendo la adjudicación del contrato a la mercantil DRAGADOS 
CONSTRUCCIONES S.A. 
 
NOVENO: Con fecha 4 de mayo de 2017 tienen entrada en el Registro General del 
Ayuntamiento de Granada, escritos suscritos  por los representantes de la UTE UCOP 
CONSTRUCCIONES, S.A.U.-ANFRASA, S.L.-SISTEMAS TÉCNICOS Y MONTAJE, 
S.L., en el que se solicita vista del expediente así como que se tenga por interpuesto recurso 
especial en materia de contratación en relación al acto de adjudicación de fecha 18 de abril de 
2017.  
 
DECIMO: El Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Granada en sesión celebrada 
el día nueve de mayo de dos mil diecisiete, acuerda admitir el recurso especial en materia de 
contratación contra la propuesta de la mesa de contratación de fecha 18 de abril de 2017, 
recaído en el expediente 115/2016 de Contratación. Acuerda también la suspensión del acto 
impugnado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 25.1 del Real Decreto 814/2015, de 
11 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos especiales de 
revisión de decisiones en materia contractual y de organización del Tribunal Administrativo 
Central de Recursos Contractuales. Por último, se acuerda conceder el plazo cinco días 
hábiles para formular alegaciones al resto de interesados comparecidos en el procedimiento 
de adjudicación. 
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DECIMOPRIMERA: Con fecha 15 de mayo de 2017, por la mercantil DRAGADOS, se 
presentan alegaciones al recurso. 
 
DECIMOSEGUNDA: El día 16 de mayo de 2017 se presenta, por la U.T.E. UCOP 
CONSTRUCCIONES, S.A.U.-ANFRASA, S.L.-SISTEMAS TÉCNICOS Y MONTAJE, 
S.L.,  ampliación del recurso especial en materia de contratación contra la propuesta de la 
mesa de contratación de fecha 18 de abril de 2017, recaído en el expediente 115/2016 de 
Contratación. 
 
DECIMOTERCERA: El Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Granada en 
sesión celebrada el día dieciocho de mayo de dos mil diecisiete, acuerda admitir la 
ampliación del recurso especial en materia de contratación contra la propuesta de la mesa de 
contratación de fecha 18 de abril de 2017, recaído en el expediente 115/2016 de Contratación, 
y se acuerda conceder el plazo cinco días hábiles para formular alegaciones al resto de 
interesados comparecidos en el procedimiento de adjudicación. 
 
DECIMOCUARTA: Con fecha 25 de mayo se presentan alegaciones a la ampliación del 
recurso por parte de la mercantil DRAGADOS. 
 
DECIMOQUINTA: El recurso pretende que se anulen las consideraciones relativas a la 
aceptación de las causas de justificación de las empresas incurridas en ofertas anómalas o 
desproporcionadas y se proceda a llevar a cabo una nueva adjudicación a la empresa que esté 
dentro de los parámetros normales y no haya presentado una oferta calificada como anómala 
o desproporcionada, y con la mayor puntuación global. En el citado recurso se  alegan las 
siguientes circunstancias: 
 
a) Que en el informe de justificación de la baja falta la firma de uno de los responsables del 
mismo. 
b)  Que dadas las características de la obra dicho informe debería contar con al menos un 
Arquitecto Superior. 
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c) Que la justificación indicada por las empresas no tienen en cuenta lo especificado en el 
artículo 152 del TRLCSP. 
d) Incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 130 y 131 del Reglamento general de la 
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, al alterar los porcentajes de gastos 
generales y beneficio industrial. 
 En la ampliación del recurso presenta como argumentos para el rechazo de la 
justificación de la baja temeraria los siguientes: 
Respecto a DRAGADOS S.A.: 
-. Reduce la cantidad destinada al capítulo de seguridad y salud. 
-. Reduce la cantidad destinada a costes indirectos de personal no productivo, cuando no 
existía dicha reducción en la oferta presentada. 
-. Existen datos contradictorios en los costes directos, así como no se incluye mano de obra 
en distintas partidas, lo que desvirtúa el precio final. 
-. Disminuye la cantidad destinada a Control y ensayos, dispone de una cantidad mínima para 
gastos generales. 
-. A la hora de presentar la justificación no tiene en cuenta los conceptos, a incluir en la oferta 
determinando unos porcentajes diferentes a los utilizados para la propia oferta. 
-. No contempla gastos que se van a producir. 
-. Existen datos no fiables con respecto a los compromisos presentados por diferentes 
subcontratas. 
Respecto a EASY 2000, SL: 
-. El desglose de los gastos generales es totalmente inviable. 
-. Los costes de personal no productivo, apenas llega al 10% de los costes que se tomarían 
como normales. 
-. El resto de gastos generales descontando los costes financieros apenas ascenderían a un 
1,10%, extremo que consideran no consecuente con la obra a ejecutar.  
-. No contempla gastos que se van a producir. 
-. Se disponen costes salariales por debajo de lo que estipula el convenio de Granada. 
 
DECIMOSEXTA.- Las alegaciones presentadas por la mercantil DRAGADOS, SA, inciden 
en que se ha respetado en todo momento el procedimiento recogido en el texto Refundido de 
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la Ley de Contratos del Sector Público, para el supuesto de apreciarse ofertas anormalmente 
bajas o desproporcionadas, argumentando que se ha justificado suficientemente la oferta, 
siendo admisibles las bajas sobre los porcentajes de gastos generales y beneficio industrial, 
sobre la amortización de la maquinaria, costes indirectos y utilización de proveedores más 
baratos. Como consecuencia de la ampliación del recurso presentan nuevas alegaciones en las 
que justifican los aspectos destacados en la ampliación del recurso en cuanto a gastos de 
seguridad y salud, costes indirectos, costes directos, ensayos y control de calidad y 
subcontratas. 
 
DECIMOSEPTIMA.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6.2 del reglamento de 
Funcionamiento del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Granada, el Tribunal, 
en sesión celebrada el día 30 de mayo de 2017  acuerda solicitar asesoramiento técnico, 
habida cuenta de la naturaleza de las alegaciones presentadas, que permita al Tribunal 
analizar los aspectos formales de la valoración, tales como normas de competencia o 
procedimiento, la vigilancia de que en la valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o 
discriminatorios (en consonancia con los artículos 1 y 139 del TRLCSP) o que no se haya incurrido 
en error material. 
 
DECIMOOCTAVA.- Con fecha 9 de junio de 2017, se emite informe por los servicios 
técnicos del Ayuntamiento de Granada en el que se manifiesta lo siguiente: 
 
 "Con fecha de hoy se reúnen los técnicos municipales que suscriben, de cara a dar 
cumplimiento a la resolución del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos en su sesión 
de 30 de mayo de 2017 en el que se solicita asesoramiento técnico sobre el contenido de las 
alegaciones presentadas por los licitadores. 
 
 Los aspectos estrictamente técnicos en los que se basan las alegaciones efectuadas 
por la UTE UCOP CONSTRUCCIONES, ANFRASA y SISTEMAS TÉCNICOS Y MONTAJE, 
son en esencia, los relativos a las bajas en Seguridad y Salud, la repercusión de costes 
indirectos y la confección de determinados precios de las oferta presentada por 
DRAGADOS. 
 
 Respecto de la cuestión de baja a la Seguridad y Salud, el presupuesto que propone 
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DRAGADOS garantiza el nivel exigido en materia de Seguridad y Salud, no provocando 
ninguna merma de la misma. La disminución del importe destinado a seguridad y salud 
puede justificarse en base a la disminución del plazo de la obra respecto del de licitación, 
que evidentemente repercute en los costes destinados a las partidas de seguridad y salud. 
En el plan de seguridad que aporte el adjudicatario y apruebe el coordinador de seguridad 
se justificará y velará que no se produzca detrimento en las condiciones de seguridad 
durante la ejecución de la obra y que serán como mínimo las exigidas en el proyecto. En 
cualquier caso, en las alegaciones se hace referencia al plan de seguridad, documento este 
que no existe hasta tanto se tenga adjudicatario y sea este el que lo redacte y lo someta a la 
aprobación del coordinador de seguridad y salud de la obra. 
 
 En la repercusión de costes indirectos, se basa las alegaciones en la maquinaria y los 
gastos del personal no directamente vinculados a la ejecución de la obra. En primer lugar 
cabe decir que el hecho de que la maquinaria esté amortizada como asegura DRAGADOS en 
su justificación, no implica de forma automática que haya superado su vida útil. Estamos 
ante dos conceptos diferentes y no se puede establecer una relación automática causa efecto. 
En conclusión, no existen elementos de juicio objetivos de los que se pueda aceptar como 
cierta la tesis de que la maquinaria ofertada ha superado su vida útil. 
 En los costes indirectos debido al personal, la dedicación hay que entenderla 
respecto de las necesidades de la obra y no respecto de la dedicación del personal. Si el 
personal ofertado resuelve el 100 % de sus cometidos y tareas que se le requieren para la 
buena marcha de la obra y en los plazos adecuados, no cabe realizar planteamientos 
adicionales sobre otras dedicaciones. Si se cumplen las premisas anteriormente descritas, se 
entiende que el personal está con dedicación plena a la obra, con independencia de que 
tengan otras ocupaciones. Es posible por tanto estimar como causa de la disminución de los 
costes indirectos repartos con otros trabajos de la empresa sin perder la dedicación 
necesaria en la obra que nos ocupa. 
 
 Entrando en el tema de costes directos, y la ausencia de coste de mano de obra en 
determinados precios, al intervenir proveedores y subcontratistas, la confección del precio 
no se puede realizar de forma sistematizada. Lo que es necesario decidir es si es posible la 
ejecución de esas unidades de obra por el precio ofertado. Entendemos que con la 
justificación aportadas por DRAGADOS sí es posible la realización de dichas unidades. En 
cualquier caso,  no es admisible aplicar temeridad por una falta de formalización de un 
pequeño grupo de precios cuya repercusión en el peor de los casos puede representar el 
1,3% respecto del total de la obra. 
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 Respecto de las alegaciones relativas a la oferta presentada por EASY 2000 cabe 
reproducir los argumentos realizados para DRAGADOS en lo relativo a costes indirectos 
por maquinaria, entendiendo que está justificado la repercusión de costes indirectos que 
realiza en su oferta EASY 2000. 
 
 En cuanto a los costes directos de obra, la justificación de precios que aporta EASY 
2000 resulta verosímil y por tanto entendemos que la obra puede ser realizada en los precios 
ofertados. 
 
 Con estas consideraciones, los técnicos firmantes nos reiteramos en la consideración 
de que con las ofertas presentadas por las empresas DRAGADOS y EAYS 2000 es posible la 
realización de las obras objeto del contrato." 
 
 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

PRIMERA. Con carácter previo al examen de la cuestión suscitada, es necesario precisar que 
entre las funciones atribuidas a éste Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de 
Granada por su Reglamento aprobado por el Excmo. Ayuntamiento Pleno se encuentran, 
según el artículo 1 de la citada disposición administrativa: 

a) Resolver los recursos especiales en materia de contratación regulados en el artículo 40 y 
siguientes del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, y las cuestiones de nulidad establecidas en el 
artículo 37 de la referida Ley. 
b) Resolver las reclamaciones en los procedimientos de adjudicación reguladas en el artículo 101 y 
siguientes de la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores 
del agua, la energía, los transportes y los servicios postales, y las cuestiones de nulidad establecidas 
en el artículo 109 de dicha Ley. 
c) Adoptar las decisiones pertinentes sobre las medidas provisionales o cautelares que se hayan 
solicitado por las personas legitimadas con anterioridad a la interposición de los recursos, 
reclamaciones y cuestiones de nulidad a que se refieren los párrafos a) y b) del presente artículo. 
d) Elaboración y propuesta de modificación de las instrucciones de contratación de los poderes 

adjudicadores que no tengan el carácter de Administraciones Públicas (anulado sentencia TJS 



 
 

   TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PÚBLICOS DE GRANADA 
 
 
Referencia: 4/2017. 
ASUNTO: recurso especial en materia de contratación contra propuesta de adjudicación 
del Contrato de obras proyecto demolición previa, urbanización y construcción 128 
viviendas protegidas, locales y aparcamientos dentro programa fomento regeneración y 
renovación urbana UE3 (3ª fase), 1ª subfase PEPRI ATM2 "Santa Adela" PGOU Granada. 
Expte. contratación Nº 115/2016 
 

 
 
 

10 

Andalucía, sentencia número 3.069 de 2014, de 24 de noviembre de 2014). 
e) Emisión de informes y asesoramiento en materia de contratación, cuando sea requerido para ello 
por los órganos competentes del Ayuntamiento de Granada y entes del sector público municipal, 
todo ello sin perjuicio de lo establecido en el artículo 85.bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de bases 
de régimen local, y disposición adicional segunda del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público 
(anulado sentencia TJS Andalucía, sentencia número 3.069 de 2014, de 24 de noviembre de 2014). 
f) Formular propuesta de coordinación en materia de contratación entre el Ayuntamiento de 
Granada y los entes del sector público municipal, dirigidos a la gestión de los recursos de forma 
eficiente (anulado sentencia TJS Andalucía, sentencia número 3.069 de 2014, de 24 de noviembre 
de 2014). 
g) Cualquier otra competencia que le atribuya la normativa de la Unión Europea o la 
normativa estatal básica. 

 
 Por todo ello el recurso se interpone ante este Tribunal, que es competente para resolverlo 
conforme a lo dispuesto en el artículo 41 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público (TRLCSP), en el DECRETO 332/2011, de 2 de noviembre, por el que se crea el Tribunal 
Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía (BOJA 11 de noviembre 2011 
núm. 222 Página núm. 23 y ss) y Decreto 120/2014, de 1 de agosto, por el que se acuerda el 
funcionamiento del Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía 
como órgano colegiado, y se modifica el Decreto 332/2011, de 2 de noviembre, por el que se crea el 
mismo. 
 
SEGUNDA: Ostenta legitimación la recurrente para la interposición del recurso, dada su 
condición de licitadora en el procedimiento de adjudicación, de acuerdo con el artículo 42 del 
TRLCSP. El recurso pretende que se anulen las consideraciones relativas a la aceptación de las 
causas de justificación de las empresas incurridas en ofertas anómalas o desproporcionadas y 
se proceda a llevar a cabo una nueva adjudicación a la empresa que esté dentro de los 
parámetros normales y no haya presentado una oferta calificada como anómala o 
desproporcionada, y con la mayor puntuación global. En el citado recurso se  alegan las 
siguientes circunstancias: 
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a) Que en el informe de justificación de la baja falta la firma de uno de los responsables del 
mismo. 
b)  Que dadas las características de la obra dicho informe debería contar con al menos un 
Arquitecto Superior. 
c) Que la justificación indicada por las empresas no tienen en cuenta lo especificado en el 
artículo 152 del TRLCSP. 
d) Incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 130 y 131 del Reglamento general de la 
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, al alterar los porcentajes de gastos 
generales y beneficio industrial. 
 En la ampliación del recurso presenta como argumentos para el rechazo de la 
justificación de la baja temeraria los siguientes: 
Respecto a DRAGADOS S.A.: 
-. Reduce la cantidad destinada al capítulo de seguridad y salud. 
-. Reduce la cantidad destinada a costes indirectos de personal no productivo, cuando no 
existía dicha reducción en la oferta presentada. 
-. Existen datos contradictorios en los costes directos, así como no se incluye mano de obra 
en distintas partidas, lo que desvirtúa el precio final. 
-. Disminuye la cantidad destinada a Control y ensayos, dispone de una cantidad mínima para 
gastos generales. 
-. A la hora de presentar la justificación no tiene en cuenta los conceptos, a incluir en la oferta 
determinando unos porcentajes diferentes a los utilizados para la propia oferta. 
-. No contempla gastos que se van a producir. 
-. Existen datos no fiables con respecto a los compromisos presentados por diferentes 
subcontratas. 
Respecto a EASY 2000, SL: 
-. El desglose de los gastos generales es totalmente inviable. 
-. Los costes de personal no productivo, apenas llega al 10% de los costes que se tomarían 
como normales. 
-. El resto de gastos generales descontando los costes financieros apenas ascenderían a un 
1,10%, extremo que consideran no consecuente con la obra a ejecutar.  
-. No contempla gastos que se van a producir. 
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-. Se disponen costes salariales por debajo de lo que estipula el convenio de Granada. 
 
TERCERA.- Las alegaciones presentadas por la mercantil DRAGADOS, SA, inciden en que 
se ha respetado en todo momento el procedimiento recogido en el texto Refundido de la Ley 
de Contratos del Sector Público, para el supuesto de apreciarse ofertas anormalmente bajas o 
desproporcionadas, argumentando que se ha justificado suficientemente la oferta, siendo 
admisibles las bajas sobre los porcentajes de gastos generales y beneficio industrial, sobre la 
amortización de la maquinaria, costes indirectos y utilización de proveedores más baratos. 
Como consecuencia de la ampliación del recurso presentan nuevas alegaciones en las que 
justifican los aspectos destacados en la ampliación del recurso en cuanto a gastos de 
seguridad y salud, costes indirectos, costes directos, ensayos y control de calidad y 
subcontratas. 
 
CUARTA.- Por su parte, con fecha 8 de mayo de 2017, el Servicio de Contratación del 
Ayuntamiento de Granada emite informe, de acuerdo con el artículo 28 del  Real Decreto 
814/2015, de 11 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos 
especiales de revisión de decisiones en materia contractual y de organización del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales y artículo 5 del Reglamento de 
Funcionamiento del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Granada, en el que se 
hacen las siguientes consideraciones: 
 
"1ª.- Con respecto a la falta de firma mencionada, se trata de un mero error material 
cometido en la entrega de la copia del informe, subsanada en el expediente, donde consta el 
mismo, debidamente firmado. 
 
2ª.- Con respecto a la titulación que deberían de ostentar los técnicos firmantes del informe 
relativo a la valoración de la justificación de las ofertas que han incurrido en bajas 
anormales o desproporcionadas, entendemos que dicha consideración no tiene soporte legal 
alguno, teniendo en cuenta que se ha seguido de forma escrupulosa el mandato legal 
establecido en el artículo 152 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, 
que en su apartado 3 establece que para el supuesto en el que se identifique una proposición 



 
 

   TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PÚBLICOS DE GRANADA 
 
 
Referencia: 4/2017. 
ASUNTO: recurso especial en materia de contratación contra propuesta de adjudicación 
del Contrato de obras proyecto demolición previa, urbanización y construcción 128 
viviendas protegidas, locales y aparcamientos dentro programa fomento regeneración y 
renovación urbana UE3 (3ª fase), 1ª subfase PEPRI ATM2 "Santa Adela" PGOU Granada. 
Expte. contratación Nº 115/2016 
 

 
 
 

13 

que pueda ser considerada desproporcionada o anormal, “….. deberá solicitarse el 
asesoramiento técnico del servicio correspondiente”. En el presente caso  el servicio 
correspondiente es la Subdirección de obras del Área de Urbanismo, Medio Ambiente Salud 
y Consumo, servicio que ha informado tanto la documentación presentada por las licitadoras 
en el sobre 2 “Criterios ponderables en función de un juicio de valor” como la incluida en el 
sobre 3 “Criterios evaluables de forma automática”, sin que en ningún momento la 
recurrente haya puesto en duda su capacidad para valorar dicha documentación. 
 
3ª.- Con respecto a que no se atiende ni a lo dispuesto en el artículo 152 del TRLCSP, ni a lo 
establecido en los artículos 130 y 131 del Reglamento general de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, conviene hacer referencia a lo expuesto por el Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales en su Resolución nº 682/2015, de 17 de 
julio de 2015 cuando señala que  “…, la finalidad de la legislación de contratos es que se 
siga un procedimiento contradictorio para evitar que las ofertas con valores anormales o 
desproporcionados se puedan rechazar sin comprobar antes su viabilidad. No se trata de 
justificar exhaustivamente la oferta o detallar pormenorizadamente los ahorros producidos 
en las distintas partidas de los costes presupuestados, sino de proveer de argumentos que 
permitan al órgano de contratación llegar a la convicción de que se puede llevar acabo.” 
 
El Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid, en su 
Resolución nº 34/2012, de 28 de marzo de 2012 señala que “La apreciación de si es posible o 
no el cumplimiento de la proposición debe ser consecuencia de una valoración de los 
diferentes elementos que concurren en la oferta y ha de entenderse que cada uno de los 
factores considerados en su formulación contiene todos los elementos que el licitador ha 
tomado en consideración para la presentación de la oferta, especialmente los que sean 
obligaciones impuestas para la ejecución del contrato, no siendo posible rechazar la oferta 
por no alcanzar el nivel de desglose deseado si el coste se ha considerado e incluido 
expresamente en la justificación presentada y no se ha apreciado la necesidad de pedir 
aclaraciones, cuando existen otros elementos que considerados en su conjunto intentan 
probar la posibilidad de cumplimiento del contrato en los términos ofertados”. 
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Con respecto a la referencia que se realiza a la práctica común de la Junta de Andalucía en 
supuestos de análisis de justificaciones de ofertas que pueden estar incursas en baja anormal 
o desproporcionada, se desconoce la misma, pero en todo caso el examen de los distintos 
supuestos, no puede se objeto, a nuestro entender, de una práctica común, debiendo, como 
no puede ser de otra manera, valorarse cada caso de forma individualizada tal y como 
señala el tan citado artículo  152 del TRLCSP. 
Visto lo anterior se entiende, por la que suscribe, que el procedimiento seguido, ha cumplido 
escrupulosamente lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, así como 
sus normas de desarrollo, con respeto absoluto a los principios de libertad de acceso a las 
licitaciones, publicidad y transparencia de los procedimientos, y no discriminación e 
igualdad de trato entre los candidatos." 
 
QUINTA: Antes de entrar a estudiar el contenido de las alegaciones que motivan el recurso hay 
que aclarar que el papel de este tribunal se circunscribe a los aspectos formales de la valoración. 
Este tribunal no puede sustituir la decisión sobre el concreto valor atribuido a un aspecto de la oferta 
por otro, ya que ello supondría sustituir el juicio de un órgano experto competente para ello por el 
juicio de este tribunal No obstante puede analizar dichas valoraciones, pero en lo referente a sus 
aspectos formales, tales como normas de competencia o procedimiento, la vigilancia de que en la 
valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o discriminatorios (en consonancia con los 
artículos 1 y 139 del TRLCSP) o que no se haya incurrido en error material. 

Así, la Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de julio de 2000 señala a este respecto que la 
“discrecionalidad técnica reduce las posibilidades del control de dicha actividad evaluadora, 
que prácticamente estarán constituidas por estos dos básicos supuestos: el de la inobservancia 
de los elementos reglados -cuando éstos existan-, y el del error ostensible o manifiesto; y, 
consiguientemente, deja fuera de ese limitado control posible a aquellas pretensiones de los 
interesados que solo postulen una evaluación alternativa a la del órgano calificador, pero 
moviéndose también dentro de ese aceptado espacio de libre apreciación, y no estén 
sustentadas con un posible error manifiesto”. 
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Asimismo, las Sentencias del Tribunal Constitucional 219/2004, de 29 de noviembre, y 
39/1983, de 16 de mayo (criterio recogido, entre otras, en las Sentencias de 6 de marzo de 
2007, 23 de noviembre de 2007 y 15 de septiembre de 2009, de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Tribunal Supremo) sostienen que “la existencia de la discrecionalidad 
técnica no supone naturalmente desconocer el derecho a la tutela judicial efectiva recogida en 
el art. 24.1 de la Constitución, ni el principio del sometimiento pleno de la Administración 
pública a la Ley y al Derecho (art. 103.2), ni la exigencia del control judicial sobre la 
legalidad de la actuación administrativa y su sumisión a los fines que la justifican (art. 106.1). 
Tampoco supone ignorar los esfuerzos que la jurisprudencia y la doctrina han realizado y 
realizan para que tal control judicial sea lo más amplio y efectivo posible. Pero no puede 
olvidarse tampoco que ese control puede encontrar en algunos casos límites determinados. 
Así ocurre en cuestiones que han de resolverse por un juicio fundado en elementos de 
carácter exclusivamente técnico, que sólo puede ser formulado por un órgano especializado 
de la Administración y que en sí mismo escapa por su propia naturaleza al control jurídico, 
que es el único que pueden ejercer los órganos jurisdiccionales, y que, naturalmente, deberán 
ejercerlo en la medida en que el juicio afecte al marco legal en que se encuadra, es decir, 
sobre las cuestiones de legalidad”. 

La Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de julio de 2012, entre otras, declara que “la 
discrecionalidad técnica expresada conduce a partir de una presunción de certeza o de 
razonabilidad de la actuación administrativa, apoyada en la especialización y la imparcialidad 
de los órganos establecidos para realizar la calificación. De modo que dicha presunción "iuris 
tantum" sólo puede desvirtuarse si se acredita la infracción o el desconocimiento del proceder 
razonable que se presume en el órgano calificador, bien por desviación de poder, 
arbitrariedad o ausencia de toda posible justificación del criterio adoptado, entre otros 
motivos, por fundarse en patente error, debidamente acreditado por la parte que lo alega. Por 
ello, la discrecionalidad técnica reduce las posibilidades de control jurisdiccional sobre la 
actividad evaluadora de los órganos de la Administración prácticamente a los supuestos de 
inobservancia de los elementos reglados del ejercicio de la potestad administrativa y de error 
ostensible o manifiesto, quedando fuera de ese limitado control aquellas pretensiones de los 
interesados que sólo postulen una evaluación alternativa a la del órgano calificador, 



 
 

   TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PÚBLICOS DE GRANADA 
 
 
Referencia: 4/2017. 
ASUNTO: recurso especial en materia de contratación contra propuesta de adjudicación 
del Contrato de obras proyecto demolición previa, urbanización y construcción 128 
viviendas protegidas, locales y aparcamientos dentro programa fomento regeneración y 
renovación urbana UE3 (3ª fase), 1ª subfase PEPRI ATM2 "Santa Adela" PGOU Granada. 
Expte. contratación Nº 115/2016 
 

 
 
 

16 

moviéndose dentro del aceptado espacio de libre apreciación, y no estén sustentadas con un 
posible error manifiesto”. 

SEXTA: Dicho lo anterior pasamos a analizar el contenido del recurso. 

A) En el informe de justificación de la baja falta la firma de uno de los responsables del 
mismo. De acuerdo con el informe del servicio de contratación del Ayuntamiento de 
Granada, se trata de un error material que queda subsanado en el expediente. 
B) Con respecto a la titulación que deberían de ostentar los técnicos firmantes del informe 
relativo a la valoración de la justificación de las ofertas que han incurrido en bajas anormales 
o desproporcionadas, destacamos que la misma carece de soporte legal, ostentando los 
firmantes del informe capacitación suficiente en atención a las características de la obra, 
(demolición, urbanización y construcción de un edificio). No se discute la capacitación 
profesional para la redacción de un proyecto o dirección de las obras de edificación, sino la 
correspondiente a los trabajos que el TRLCSP en este caso encomienda a los técnicos 
municipales, es evidente la existencia de competencias profesionales de los técnicos habida 
cuenta la naturaleza de la obra, competencias que se resaltan entre otras en la Ley de 
Ordenación de la Edificación.  
 Solicitado informe al respecto, el servicio de contratación se remite a lo informado el 
día 8 de mayo de 2017 entendiendo que  "dicha consideración no tiene soporte legal alguno, 
teniendo en cuenta que se ha seguido de forma escrupulosa el mandato legal establecido en 
el artículo 152 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, que en su 
apartado 3 establece que para el supuesto en el que se identifique una proposición que pueda 
ser considerada desproporcionada o anormal, “….. deberá solicitarse el asesoramiento 
técnico del servicio correspondiente”. En el presente caso  el servicio correspondiente es la 
Subdirección de obras del Área de Urbanismo, Medio Ambiente Salud y Consumo, servicio 
que ha informado tanto la documentación presentada por las licitadoras en el sobre 2 
“Criterios ponderables en función de un juicio de valor” como la incluida en el sobre 3 
“Criterios evaluables de forma automática”, sin que en ningún momento la recurrente haya 
puesto en duda su capacidad para valorar dicha documentación." No se ha cuestionado la 
cualificación de los técnicos a la hora de evaluar las ofertas técnicas incluidas en el sobre 2 y 
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valoradas en función de un juicio de valor. 
 
C) Que la justificación indicada por las empresas no tienen en cuenta lo especificado en el 
artículo 152 del TRLCSP. 
 El citado artículo 152.3  del TRLCSP establece lo siguiente: 
 
 Cuando se identifique una proposición que pueda ser considerada desproporcionada 
o anormal, deberá darse audiencia al licitador que la haya presentado para que justifique la 
valoración de la oferta y precise las condiciones de la misma, en particular en lo que se 
refiere al ahorro que permita el procedimiento de ejecución del contrato, las soluciones 
técnicas adoptadas y las condiciones excepcionalmente favorables de que disponga para 
ejecutar la prestación, la originalidad de las prestaciones propuestas, el respeto de las 
disposiciones relativas a la protección del empleo y las condiciones de trabajo vigentes en el 
lugar en que se vaya a realizar la prestación, o la posible obtención de una ayuda de Estado. 
En el procedimiento deberá solicitarse el asesoramiento técnico del servicio 
correspondiente. 
Si la oferta es anormalmente baja debido a que el licitador ha obtenido una ayuda de Estado, 
sólo podrá rechazarse la proposición por esta única causa si aquél no puede acreditar que 
tal ayuda se ha concedido sin contravenir las disposiciones comunitarias en materia de 
ayudas públicas. El órgano de contratación que rechace una oferta por esta razón deberá 
informar de ello a la Comisión Europea, cuando el procedimiento de adjudicación se refiera 
a un contrato sujeto a regulación armonizada." 
 
 De conformidad con lo dispuesto en el apartado 21 del Anexo I a los pliegos que rigen 
la contratación, la mesa de contratación apreció la existencia de ofertas que podían ser 
consideradas desproporcionadas o anormales y requirió a las empresas para la justificación de 
las mismas. En base a este requerimiento presentaron justificación las  mercantiles 
DRAGADOS, EASY 2000  y la UTE INVESIA-GUAMAR.  A juicio de los servicios 
técnicos sólo se entiende justificada la oferta de DRAGADOS Y EASY 2000. 
 
 Al concepto de oferta anormal o desproporcionada se refirió la Directiva 93/37/CEE 
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del Consejo, de 14 de junio de 1993, sobre coordinación de los procedimientos de 
adjudicación de los contratos públicos de obras cuando en su artículo 30.4 señala que si, para 
un contrato determinado, alguna oferta se considera anormalmente baja, con relación a la 
prestación, antes de rechazar dicha oferta, el poder adjudicador solicitará, por escrito, las 
precisiones que considere oportunas sobre la composición de la oferta, y verificará esta 
composición teniendo en cuenta las justificaciones presentadas, redacción que ha sido 
reproducida de manera más detallada en el artículo 55 que lleva por título Ofertas 
anormalmente bajas, de la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los 
contratos públicos de obras, de suministro y de servicios. 
 
 La justificación de DRAGADOS presentada en marzo de 2017 se fundamenta en una 
reducción de Gastos Generales, Beneficio Industrial, costes indirectos y de costes directos; la 
justificación de EASY 2000 se realiza en base a una reducción de costes indirectos, gastos 
generales y beneficio industrial y costes directos. Todos estos elementos se corresponden 
formalmente con las condiciones que el artículo 152.3 del TRLCSP enumera, ya como 
condiciones excepcionalmente favorables, procedimiento de ejecución del contrato, etc. 
Cuestión distinta es analizar si estas condiciones son particularmente posibles y/o lícitas. 
 
D) Se alega, en relación a estas condiciones expuestas por las empresas, un incumplimiento 
de lo dispuesto en los artículos 130 y 131 del Reglamento general de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas, al alterar los porcentajes de gastos generales y beneficio 
industrial. 
 Los citados artículos se incluyen en la sección segunda "de los proyectos" del Título 
dedicado a los contratos de obras estableciendo una distinción entre costes directos e 
indirectos. Al artículo 131 establece que el presupuesto base de licitación se obtendrá 
incrementando el de ejecución material con los conceptos de gastos generales y beneficio 
industrial, considerándolos como conceptos que complementan el presupuesto de ejecución 
material para determinar el presupuesto del contrato. Sobre los gastos generales, señala que 
incluyen los gastos generales de la empresa, gastos financieros, cargas fiscales, Impuesto 
sobre el Valor Añadido excluido, tasas de la Administración legalmente establecidas, que 
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inciden sobre el costo de las obras y demás derivados de las obligaciones del contrato. Y el 
beneficio industrial no es desarrollado señalando que se concreta en el 6%. 

 El Informe número 50/2008, de 2 de diciembre de 2008 de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa  se refiere a los gastos generales como los gastos generales de 
estructura que «son aquellos que no guardan una relación directa con la ejecución del 
contrato ni con las obligaciones derivadas del mismo, no tienen la consideración de coste 
directo e indirecto del servicio por cuanto no dependen directamente de la prestación de este, 
siendo costes derivados de la actividad general de la empresa contratista». Si bien el 
porcentaje del beneficio industrial es fijo (6%), el de los gastos generales se concretará por el 
órgano de contratación al aprobar los pliegos entre la horquilla del 13 al 17%. 
 En cuanto a la posibilidad de justificar las bajas anormales o desproporcionadas 
mediante una reducción de los porcentajes destinados a gastos generales y beneficio 
industrial, porcentajes que figuran en el proyecto licitado en cumplimiento de lo dispuestos 
en los artículos 130 y 131 del Reglamento, se ha manifestado la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa, en su informe de 38/10, de 24 de noviembre de 2010: 
 Este informe contempla la posibilidad de, en la argumentación que empleen los 
licitadores para justificar la baja sobre el presupuesto base de licitación, que esta esté referida 
a una disminución de los costes generales que refiere el artículo 131 e incluso del beneficio 
industrial, si se constata, al analizar la alegación justificativa, que el contrato puede ser 
ejecutado en los términos descritos en el expediente sin merma, ya que en caso contrario 
debería deducirse que se trataría de una oferta anormalmente baja. "Evidentemente, si la 
finalidad del precepto comentado es realizar una presupuestación que, en función de las 
distintas variables, fije un precio de mercado, nada puede impedir, excepto el posible riesgo 
en la ejecución, que la empresa licitadora para obtener la adjudicación prefiera reducir los 
ingresos a percibir». 
 
 La Resolución 559/2014, de 22 de julio, Tribunal Administrativo Central de Recursos 
Contractuales, en su Fundamento de Derecho quinto, dice lo siguiente:  
"Quinto. ............... 
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 En la consideración de este Tribunal, como ya hemos señalado en numerosas 
resoluciones, la "información justificativa", en los términos en que está pensada en la Ley, 
debe entenderse como la que argumente ante el órgano de contratación que, con la 
valoración de la oferta formulada, se puede cumplir la proposición, en este caso particular 
por el procedimiento de ejecución y soluciones técnicas adoptadas (ajuste preciso en 
los gastos de personal y maquinaria) y las condiciones excepcionalmente favorables 
(disponibilidad de instalaciones en Melilla y de los servicios generales de las empresas). Los 
citados informes técnicos no contradicen y ni siquiera entran a considerar las justificaciones 
de la recurrente. 
Como hemos indicado, no se trata de justificar exhaustivamente la oferta desproporcionada, 
sino de proveer de argumentos que permitan al órgano de contratación llegar a la 
convicción de que se puede llevar a cabo; obviamente, tales argumentos o justificaciones 
deberán ser más profundos cuanto mayor sea la desproporción de la oferta." 
 De aquí se desprende que lo esencial es si puede realizarse o no el contrato 
adjudicado. En esto se debe centrar la valoración de la mesa de contratación. Pero, 
entendemos, que, en principio, el que el contratista reduzca el importe de gastos generales o 
el beneficio industrial no es motivo para considerar que la oferta no puede cumplirse.  

El Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, en Resolución nº 1152/2015, 
de 18 de diciembre de 2015, recoge, en relación a este asunto: 

"Desde esta perspectiva, una vez determinada, de conformidad con los pliegos que rigen el 
contrato, que una oferta económica resulta anormal o desproporcionada, el órgano de 
contratación requerirá al licitador que la justifique y, una vez presentada esa justificación, el 
examen deberá centrarse en la viabilidad de la oferta económica, analizando las partidas 
que puedan determinar si cabe que la misma sea razonablemente cumplida por el oferente, o 
no, sin referencia, lógicamente, a aspectos técnicos de la oferta, los cuales, por hipótesis, se 
han examinado en trámites previos. Pues bien, en lo que a ese examen se refiere, éste sólo 
puede tener alcance limitado, en los términos expuestos de esa viabilidad o posibilidad de 
cumplimiento del contrato desde la perspectiva de la oferta realizada por cada licitador, 
incurso en esa desproporcionalidad, pero no cabe extender, al menos como principio, ese 
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análisis a aquellas partidas que, como ocurre con los gastos generales o el beneficio 
industrial, quedan al arbitrio del licitador o empresario quien los puede incluir en el 
porcentaje que estime pertinente, sin que los pliegos, o menos las reglas de contratación 
determinen fórmula o porcentajes para la determinación o inclusión de tales partidas 
económicas. 

En suma, ese examen que corresponde efectuar al órgano de contratación deberá limitarse a 
la consideración de entender o no justificada la oferta de forma suficiente con la aportación 
explicativa o documental que realice el empresario. Entrando en el caso que nos ocupa, el 
licitador recurrente, presentó, en el trámite que analizamos, una memoria o justificación 
pormenorizada, centrando su explicación en los aspectos que afectaban a las partidas que 
considera principales, esto es medios materiales y personales, y fijando las que se 
corresponden con gastos generales y beneficio industrial, y ello se efectúa en un documento 
inteligible y completo, desde la perspectiva de este Tribunal, para alcanzar el fin perseguido 
por el trámite legalmente establecido, conteniendo a tales efectos una explicación o 
justificación suficiente de la oferta económica y de la baja efectuada, con lo que debemos 
entender suficiente esta explicación para que el licitador y el propio órgano de contratación 
obtengan satisfacción en sus legítimos intereses, continuar en el procedimiento, el primero, y 
obtener una explicación suficiente de la viabilidad de la oferta, el segundo. 

 Admitida la posibilidad de justificar la viabilidad de la oferta a pesar de su inicial 
consideración como anormal o desproporcionada mediante la reducción de 
los gastos generales o del beneficio industrial o incluso su supresión, atendiendo al criterio de 
las citadas resoluciones y argumentos, no podemos olvidar la discrecionalidad, ya 
mencionada antes,  del órgano de contratación para aceptar dicha justificación. La Resolución 
del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, de 9 de mayo de 2014, " En 
conclusión, debemos aceptar que la reducción del porcentaje de gastos generales y del 
beneficio industrial podría justificar la admisión de una oferta inicialmente considerada 
como anormal o desproporcionada, sin que dicha justificación deba ser de obligatoria 
admisión por el órgano de contratación quien habrá de valorarla en cuanto a la confianza 
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que le genere la satisfactoria prestación contratada y el interés público derivado de la 
ejecución del contrato." 
 
E) En la ampliación del recurso presenta como argumentos para el rechazo de la justificación 
de la baja temeraria los siguientes: 
Respecto a DRAGADOS S.A.: 
1.- Reduce la cantidad destinada al capítulo de seguridad y salud por debajo del importe 
establecido en el proyecto incumpliendo lo dispuesto en el RD 1627/97, de 24 de octubre, 
sobre Disposiciones Mínimas de Seguridad y Salud en las Obras de Construcción, y en apoyo 
de este argumento cita las conclusiones del informe 18/98, de 11 de junio de 1998 de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa. 
 Por su parte DRAGADOS  justifica esta disminución en el menor plazo ofertado para 
la ejecución de la obra, lo que permite esta reducción sin disminuir y sin prescindir de 
ninguna medida de seguridad. 
 La finalidad de la norma es evitar una merma en las medidas de seguridad recogidas 
en el proyecto y en tal sentido conviene recoger las consideraciones jurídicas del mencionado 
informe 18/98, del 11 de junio de 1998: 
 
.. La cuestión concreta que se plantea en la consulta -la posibilidad de incluir en el pliego de 
cláusulas administrativas particulares, para los contratos de obras, cláusula o indicación 
que expresamente prohíba la minoración de ofertas económicas que afecten al coste o 
presupuesto del estudio de seguridad y salud, en los casos en que sea de obligada 
elaboración, incluso con la sanción de rechazo de plano de cualquier oferta que pudiera 
contener la citada minoración del coste- ha sido abordada por esta Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa en su informe de 25 de enero de 1985 (expediente 45/84), si 
bien en relación con la legislación entonces en vigor, constituida, desde el punto de vista 
laboral, por el Real Decreto 555/1986, de 21 de febrero, por el que se estableció la  
obligatoriedad de la inclusión de un estudio de Seguridad e Higiene en los proyectos de 
edificación y obras públicas y, desde el punto de vista de la contratación administrativa por 
el Texto articulado de la Ley de Contratos del Estado aprobado por Decreto 923/1965, de 8 
de abril, y por el Reglamento General de Contratación del Estado aprobado por Decreto 
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3410/1975, de 25 de noviembre, por lo que la cuestión que ahora se suscita debe quedar 
reconducida a si se mantienen o rectifican los criterios de esta Junta sobre la base de la 
nueva normativa laboral -Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se 
establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras- y de la también 
nueva legislación de contratos de las Administraciones Públicas, constituida por la Ley 
13/1995, de 18 de mayo.  
2. En el proyecto de Real Decreto que luego se convirtió en el Real Decreto 555/1986, de 21 
de febrero se incluía un artículo 31 en el que expresamente se hacía constar que a las 
mediciones, calidades y valoraciones recogidas en el presupuesto del estudio de Seguridad e 
Higiene no podrán ser objeto de licitación a la baja, sin perjuicio de que, sin reducir el 
importe total, puedan ser modificados o sustituidos por alternativas propuestas por el 
contratista adjudicatario en el plan de Seguridad e Higiene a que se refiere el artículo 41. En 
su citado informe de 25 de enero de 1985 y, en relación con este extremo, esta Junta, después 
de transcribir el precepto reseñado, afirmaba lo siguiente:  
«Con este precepto, también el proyecto de Real Decreto entra en contradicción con la 
Ley de Contratos del Estado, por sustituir un principio general de la misma, no 
explicitado, pero extraible de diversos preceptos y consagrado expresamente en su 
Reglamento, que no constituye más que desarrollo o particularización de tal principio, el 
que las posturas de los licitadores en la contratación administrativa se han de producir a 
la baja en relación con el precio fijado por la Administración, sin que, en consecuencia, 
pueda ser modificado el sistema con una prohibición de tales  posturas a la baja, sino en 
virtud de norma con rango suficiente, es decir, con rango de Ley formal.  
Por lo que respecta a la propia Ley de Contratos del Estado el sistema de posturas a la 
baja está latente a lo largo de su articulado, pudiendo citarse, sin pretensión agotadora 
de la materia, sus artículos 31 y 34, que establecen la adjudicación al mejor postor, sólo 
comprensible dentro de un sistema de posturas a la baja, el artículo 32, que regula 
precisamente las bajas desproporcionadas o temerarias, el artículo 36, que contiene una 
alusión a la proposición más ventajosa, sin atender necesariamente al valor económico 
de la misma y el apartado 8 del artículo 37 que  se refiere al precio no superior al que 
haya sido objeto de licitación.  
No obstante, como se ha indicado, la consagración expresa del sistema se contiene en el 
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artículo 93 del Reglamento General de Contratos del Estado que, respecto a la subasta, 
establece que versará sobre un tipo expresado en dinero, con adjudicación al oferente, 
que, sin exceder de aquél, haga la proposición económicamente más ventajosa y, 
respecto a la segunda fase del concurso-subasta, determina, igualmente, que se hará la 
adjudicación a la que, entre las admitidas, haga la  proposición económica más 
ventajosa, sin exceder del tipo de la licitación.  
Como conclusión de este apartado debe sostenerse que el proyecto del Real Decreto, al 
excluir la licitación a la baja en el presupuesto del estudio de seguridad e higiene en el 
trabajo, está en contradicción con un principio general de la Ley de Contratos del 
Estado, explicitado en su Reglamento y, en consecuencia, por el citado anteriormente 
principio de jerarquía normativa, carece de rango adecuado para establecer tal 
prevención.»  
El Real Decreto 555/1986, de 21 de febrero, en su artículo 3.1. hace desaparecer la 
expresión no podrán ser objeto de licitación a la baja conservando, por el contrario la 
norma de que las mediciones, calidades y valoración recogidas en el presupuesto de 
estudio de Seguridad e Higiene, podrán ser modificadas o sustituidas por alternativas 
propuestas por el contratista adjudicatario en el plan de Seguridad e Higiene a que se 
refiere el artículo 41 siempre que ello no suponga variación del importe total.  
La única conclusión válida que puede derivarse de lo hasta aquí expuesto es la de que, 
conforme al criterio expresado por esta Junta en su informe de 25 de enero de 1985, la 
legislación anterior, tanto la sustantiva laboral como la relativa a la contratación 
administrativa, no permitía impedir licitaciones a la baja y, por tanto cláusulas como las que 
se propugnan en el escrito de consulta, siendo extraordinariamente significativo, como 
elemento interpretativo, la tramitación del proyecto del que después fuera Real Decreto 
555/1986, de 21 de febrero.  

1. La conclusión sentada en el apartado precedente, respecto a la legislación anterior, 
debe ser mantenida en relación con la legislación vigente, constituida por el Real Decreto 
1627/1997, de 24 de octubre, que establece las disposiciones mínimas de seguridad y salud 
en las obras, que, derogando expresamente el Real Decreto 555/1986, de 21 de febrero, se 
limita a establecer en el apartado 4 del artículo 5 referente al ahora denominado estudio de 
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seguridad y salud norma sustancialmente idéntica a la que consagraba el artículo 3.1. del 
Real Decreto 555/1986, de 21 de febrero y por la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas y el Reglamento General de Contratación del Estado, ya que la primera no altera, 
en este extremo, los criterios, principios y preceptos concretos de la Ley de Contratos del 
Estado y el segundo debe considerarse vigente en cuanto no se oponga a la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas, según resulta de la disposición derogatoria única de la 
misma. Como dato significativo debe señalarse, además, que el artículo 93 del Reglamento 
General de Contratación del Estado, fue incorporado a la Ley de Contratos del Estado, en la 
reforma de 1986 y actualmente figura en el artículo 75.2 de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas expresivo de que la subasta versará sobre un tipo expresado en 
dinero con adjudicación al licitador que, sin exceder de aquél, oferte el precio más bajo.  

2. Lo hasta aquí expuesto, en relación con la cuestión que expresamente se consulta 
tiene que ser objeto de alguna matización derivada de la finalidad perseguida por el artículo 
5.4 del Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, y de su precedente el artículo 3.1 del 
Decreto 555/1986, de 21 de febrero, dado que lo que tales normas pretenden es que no se 
disminuyan las medidas de seguridad y salud (antes de seguridad e higiene) contenidas en el 
respectivo plan y esta formalidad debe ser tenida en cuenta en el momento de la 
adjudicación del contrato de obras no realizándola a favor de aquélla propuesta que 
disminuya aquélla medidas, sin necesidad de declaración alguna de los pliegos sino por 
simple aplicación de la norma hoy vigente contenida en el artículo 5.4 del Real Decreto 
1627/1997, de 24 de octubre, pero esta matización que se realiza no puede desvirtuar la tesis 
que viene sustentándose en el presente informe de que los licitadores, al amparo de las 
facultades que resultan de la legislación de contratos de las Administraciones Públicas 
puedan ofertar y realizar las correspondientes obras por precio inferior al presupuesto de 
licitación por constituir ello un principio esencial de la contratación administrativa.  
 
 Conjugando los citados principios la conclusión a la que llega la Junta Consultiva es 
que no se pueden disminuir las medidas contenidas en el plan de seguridad y salud a que se 
refiere el artículo 5.4 del Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, y en el presente caso no 
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se produce esta disminución de prestaciones. 

2.- Se alega también la reducción de la cantidad destinada a costes indirectos de personal no 
productivo, cuando no existía dicha reducción en la oferta presentada, lo que da lugar a una 
incongruencia de la oferta. 

 A esta alegación responde DRAGADOS que en ningún momento se indicaron 
porcentajes de dedicación, lo cual no altera ni incide en la calidad de la oferta. 

 La valoración de estas cuestiones exceden el papel del Tribunal de Contratos en 
cuanto entra de lleno en la discrecionalidad técnica de la valoración de ofertas. El informe 
técnico sobre la aclaración de las ofertas incursas en baja desproporcionada hace mención a la 
reducción de costes indirectos, "ya que están ejecutando obras en Granada y pueden 
amortizar sus recursos". 

3.- En cuanto al resto de alegaciones: 
-.Existen datos contradictorios en los costes directos, así como no se incluye mano de obra en 
distintas partidas, lo que desvirtúa el precio final. 
-. Disminuye la cantidad destinada a Control y ensayos, dispone de una cantidad mínima para 
gastos generales. 
-. A la hora de presentar la justificación no tiene en cuenta los conceptos, a incluir en la oferta 
determinando unos porcentajes diferentes a los utilizados para la propia oferta. 
-. No contempla gastos que se van a producir. 
-. Existen datos no fiables con respecto a los compromisos presentados por diferentes 
subcontratas. 
 En el escrito de alegaciones de DRAGADOS, se tacha de falsos los argumentos 
destacados, carentes de rigor y basadas en interpretaciones y valoraciones interesadas. 
 
Respecto a EASY 2000, SL: 
-. El desglose de los gastos generales es totalmente inviable. 
-. Los costes de personal no productivo, apenas llega al 10% de los costes que se tomarían 
como normales. 
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-. El resto de gastos generales descontando los costes financieros apenas ascenderían a un 
1,10%, extremo que consideran no consecuente con la obra a ejecutar.  
-. No contempla gastos que se van a producir. 
-. Se disponen costes salariales en los costes indirectos por debajo de lo que estipula el 
convenio de Granada. 
 
 En relación a estas alegaciones este tribunal insiste en el alcance de  la función 
revisora que realiza. La justificación de su oferta que realiza los servicios técnicos del 
Ayuntamiento analizan la documentación presentada por las empresas y las considera, en 
estos dos casos, justificadas atendiendo a los elementos de la proposición y a las concretas 
circunstancias de la empresa licitadora, y valorando las alegaciones del contratista. En 
relación a los costes de mano de obra de la oferta presentada por EASY 2000 dispone el 
informe que no se modifica el presupuesto destinado a mano de obra siendo superior al 
estipulado en el convenio vigente. Los argumento empleados en el recurso cuestionan 
directamente la valoración realizada por los técnicos municipales concluyendo que el 
Ayuntamiento debió buscar asesoramiento externo para realizar un estudio más concienzudo 
de las justificaciones. En cuanto al contenido del informe técnico, destacamos junto con el 
Tribunal Administrativo central de Recursos Contractuales, en Resolución nº 1152/2015, que 
"No se trata de justificar exhaustivamente la oferta desproporcionada, sino de proveer de 
argumentos que permitan al órgano de contratación llegar a la convicción de que se puede 
llevar a cabo. En caso de exclusión de una oferta incursa en presunción de temeridad es 
exigible que se fundamenten los motivos que justifiquen tal exclusión. Por el contrario, en 
caso de conformidad, no se exige que el acuerdo de adjudicación explicite los motivos de 
aceptación. Como también señala la nueva Directiva sobre contratación pública (Directiva 
2014/24/UE, de 26 de febrero), en su artículo 69.3, “El poder adjudicador evaluará la 
información proporcionada consultando al licitador. Solo podrá rechazar la oferta en caso 
de que los documentos aportados no expliquen satisfactoriamente el bajo nivel de los precios 
o costes propuestos...” En el mismo sentido en nuestra Resolución 832/2014, de 7 de 
noviembre de 2014, señalamos que “en aquellos casos en los que el informe técnico no 
comparta la justificación dada por el licitador para justificar la anormalidad de su oferta, 
resulta evidente que debe motivarse el informe pues éste tendrá que salir al paso de lo 
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alegado por el interesado rebatiendo su argumentación –“resolución reforzada” como se ha 
dicho por este Tribunal en otras resoluciones, siendo la más reciente la nº 559/2014 de fecha 
22 de julio–. Sin embargo, esto no implica, ni quiere decir, que aquellos otros casos en los 
que se considere que el licitador ha dado razones suficientes para considerar que la oferta es 
viable a pesar de su apariencia de anormalidad o desproporción, se deba aducir 
necesariamente una motivación distinta de la ya expuesta en su escrito por el licitador. 
Siendo ésta suficiente, nada exige que el asesor técnico verifique no sólo la realidad de lo 
alegado sino también, si entiende justificada que la proposición no incurre en anormalidad 
que la haga inviable, recoja en el informe sus propias razones motivando el porqué de la 
razón que asiste al interesado…”. En el mismo sentido se han pronunciado las Resoluciones 
786/2014, de 24 de octubre, 804/2014, de 7 de noviembre, y 225/2015, de 6 de marzo. De 
otra parte en la Resolución 786/2014, de 24 de octubre, citando la Resolución 677/2014, de 
17 de septiembre, señalamos que la revisión de la apreciación del órgano de contratación 
acerca de la justificación de las ofertas incursas en presunción de temeridad, incide 
directamente en la discrecionalidad técnica de la Administración, y que a tal respecto es 
criterio de este Tribunal (Resoluciones 105/2011 y las 104 y 138/2013) que la apreciación 
hecha por la entidad contratante del contenido de tales justificaciones en relación con el de 
las propias ofertas debe considerarse que responde a una valoración de elementos técnicos 
que en buena medida pueden ser apreciados en función de parámetros o de criterios cuyo 
control jurídico es limitado. Aun así hay aspectos que, aun siendo difíciles de controlar 
jurídicamente por venir determinados por la aplicación de conceptos jurídicos 
indeterminados, pueden y deben ser revisados por el Tribunal. Tal es el caso de que en una 
oferta determinada puedan aparecer síntomas evidentes de desproporción que impidan, sin 
necesidad de entrar en la apreciación de criterios puramente técnicos, la ejecución del 
contrato en tales condiciones. Continua la Resolución 786/2014 declarando que “para 
desvirtuar la valoración realizada por el órgano de contratación en esta materia será 
preciso que el recurrente ofrezca algún argumento que permita considerar que el juicio del 
órgano de contratación teniendo por justificadas las explicaciones dadas por el licitador 
cuya oferta se ha considerado inicialmente como anormal o desproporcionada resulta 
infundado, o a apreciar que se ha incurrido en ese juicio en un error manifiesto y 
constatable…” Por lo tanto, es competencia de este tribunal, analizar si la justificación del 
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licitador cuya oferta es considerada anormal o desproporcionada resulta suficiente o no, en 
los términos a que hemos hecho referencia antes con cita de nuestra doctrina, análisis que 
exige considerar el requerimiento del órgano de contratación y los aspectos que éste prevé 
como exigibles y la justificación al respecto remitida por el licitador.”  

SEPTIMA.  De acuerdo con el marco en el que debe encuadrarse la actuación de este 
tribunal expuesto en  los fundamentos que anteceden,  no se aprecia que el informe técnico 
sobre la justificación de las bajas inicialmente consideradas como anormales o temerarias esté 
incurso en arbitrariedad, ya que no existe error material, su elaboración se ajusta a los 
cánones de la discrecionalidad técnica de la Administración, existe motivación adecuada y 
suficiente y el informe está suscrito por técnicos del Área de Urbanismo y Obras responsable 
del contrato. 

OCTAVA. Dispone el artículo 46 del TRLCSP que el procedimiento para tramitar los 
recursos especiales en materia de contratación se regirá por la disposiciones de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, con las especialidades recogidas en el propio artículo 46 del 
TRLCSP,  referencia que ha de realizarse a la Ley 39/2015, de 1 de octubre del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

VISTOS los preceptos legales de aplicación, ESTE TRIBUNAL, en sesión celebrada el día 
de la fecha ACUERDA: 

 

 
Primero. Desestimar el recurso especial en materia de contratación interpuesto por la entidad 
UTE UCOP CONSTRUCCIONES, S.A.U.-ANFRASA, S.L.-SISTEMAS TÉCNICOS Y 
MONTAJE, S.L., contra la propuesta de la mesa de contratación de fecha 18 de abril de 
2017, recaído en el expediente 115/2016 de Contratación, correspondiente al contrato de 
obras proyecto demolición previa, urbanización y construcción 128 viviendas protegidas, 
locales y aparcamientos dentro programa fomento regeneración y renovación urbana UE3 (3ª 



 
 

   TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PÚBLICOS DE GRANADA 
 
 
Referencia: 4/2017. 
ASUNTO: recurso especial en materia de contratación contra propuesta de adjudicación 
del Contrato de obras proyecto demolición previa, urbanización y construcción 128 
viviendas protegidas, locales y aparcamientos dentro programa fomento regeneración y 
renovación urbana UE3 (3ª fase), 1ª subfase PEPRI ATM2 "Santa Adela" PGOU Granada. 
Expte. contratación Nº 115/2016 
 

 
 
 

30 

fase), 1ª subfase PEPRI ATM2 "Santa Adela" PGOU Granada. 
 
 
Segundo. Declarar que, no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la 
interposición del recurso, por lo que no procede la imposición de la sanción prevista en el 
artículo 47.5 del TRLCSP. 
 
 
Tercero. Levantar la suspensión de la tramitación del expediente de contratación acordada 
con ocasión de la interposición del recurso. 
 
 
Cuarto. Notificar la presente resolución a todos los interesados en el procedimiento. 
 
Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer 
recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo dos meses, a contar desde el día 
siguiente a la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 10, letra k) del apartado 1) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
 
 


